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Por existir identidad tanto de objeto como de entidad accionada, en los términos del artículo 3º del Decreto 1382 de 2000, esta Sala de Decisión emprende ahora la labor de desatar mediante un solo proveído las impugnaciones incoadas contra los siguientes fallos de tutela:

	FECHA DEL FALLO
	JUZGADO QUE LO EMITE
	ACCIONANTE
	ACCIONADO
	DECISIÓN

	Octubre 7 de 2005
	Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira 
	ENSA ELIRIS GÓMEZ PEREA
	E. S. E. Hospital Universitario San Jorge de Pereira
	DECLARA IMPROCEDENTE

	Septiembre 27 de 2005
	Juzgado Penal del Circuito Especializado de Pereira  
	ESNELYS IBARRA OCAMPO
	E. S. E. Hospital Universitario San Jorge de Pereira
	DECLARA IMPROCEDENTE

	Septiembre 22 de 2005
	Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira 
	MARTA CECILIA GÓMEZ ALZATE
	E. S. E. Hospital Universitario San Jorge de Pereira
	DECLARA IMPROCEDENTE

	Septiembre 22 de 2005
	Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira
	CARMEN SORELIA CARDONA GIL
	E. S. E. Hospital Universitario San Jorge de Pereira
	DECLARA IMPROCEDENTE


1.- SOLICITUDES  

De los respectivos escritos se extracta lo siguiente:

- La señora ENSA ELIRIS GÓMEZ PEREA laboró como Auxiliar de Enfermería en el Hospital Universitario San Jorge, de manera interrumpida desde el diecisiete (17) de septiembre de mil novecientos noventa y siete (1997) hasta el día catorce (14) de enero de dos mil cinco (2005), cuando fue notificada de la supresión del cargo que venía desempeñando. Considera que es mujer cabeza de familia ya que con los recursos económicos que obtenía por su relación laboral, sufragaba los gastos de educación, alimentación, vestuario, salud, vivienda y educación de su menor sobrina SARA LUZ ASPRILLA GÓMEZ, quien ante la pérdida de su madre, quedó a su cargo desde su nacimiento –adjunta certificado de defunción-. Alude tener una deuda por $18.280.000 por reestructuración del crédito de su casa. 

- La ciudadana ESNELYS IBARRA OCAMPO empezó a laborar en el Hospital San Jorge desde hacía más de siete (7) años y mediante oficio del pasado diecisiete (17) de enero de dos mil cinco (2005) se le comunicó que su cargo como Auxiliar de Enfermería  había sido suprimido. Afirma ser mujer cabeza de familia ya que con los recursos económicos obtenidos de su trabajo sufragaba los gastos de alimentación, vestuario, salud y vivienda de su menor hijo DAVID ANDRÉS MARTÍNEZ IBARRA y de su anciano padre señor ELÉAZAR IBARRA DURÁN, quienes ante la pérdida del empleo quedarían en indefensión y sus condiciones de vida reducidas por la precariedad en que había quedado. 

- En el caso de la señora MARTA CECILIA GÓMEZ ALZATE, alude haber laborado al servicio del Hospital Universitario San Jorge, desde el tres (3) de enero de dos mil (2000), hasta cuando se le notificó el pasado treinta (30) de diciembre de dos mil cuatro (2004) que su cargo como Auxiliar de Administración había sido suprimido. Sostiene ser mujer cabeza de familia, ya que con los recursos económicos percibidos de su relación laboral, sufragaba los gastos de educación, alimentación, vestuario, salud, vivienda y recreación de su menor hija MARÍA FERNANDA CARVAJAL GÓMEZ, así como los de su anciana madre MARTA CECILIA  ALZATE VALENCIA, quienes quedarían en indefensión y sus condiciones de vida reducidas por la precariedad en que ha quedado a raíz de la decisión de suprimir el empleo del cual era titular.

- En lo que hace con la señora CARMEN SORELIA CARDONA GIL, se hace referencia al comienzo de su relación laboral para el once (11) de julio de mil novecientos setenta y nueve (1979) y haberse desempeñado en varios cargos: Auxiliar de Servicios Generales y Auxiliar de Farmacia. El veintiuno (21) de enero de dos mil cinco (2005) se le comunicó que su cargo había sido suprimido y al no ser indemnizada, instauró acción de tutela el pasado trece (13) de abril de dos mil cinco (2005), mediante la cual pretendía el reconocimiento de tal indemnización; pero que le fue negada inicialmente por el Juzgado Primero Civil del Circuito y posteriormente confirmada por la Sala Civil-Familia de este Tribunal.

Esta vez, pretende que se le reconozca su condición de madre cabeza de familia, ya que tiene una hija de dieciocho (18) años de edad, incapaz de valerse por sí misma, en vista de tener secuelas neurológicas severas definitivas, ocasionadas por “cuadriparejia 3/5 secundarias a radionecrosis del tallo cerebral secundarias (…) de cordoma de clivos”, lo cual se encuentra debidamente certificado por un neurocirujano del Instituto Nacional de Cancerología. Aduce el profesional que representa sus intereses, que la señora CARMEN SORELIA es la única persona responsable social y económicamente de su hija discapacitada, quien constitucionalmente tiene derecho a la protección y a la formación integral, así como al derecho a la igualdad por ser persona débil o marginada. Además, es arrendataria de un inmueble urbano, cuyo canon de arrendamiento es del orden de los $285.000 más los gastos por concepto de servicios públicos que demanda toda casa de habitación.

Destaca que se trata de una madre cabeza de familia y una persona discapacitada que no cuentan con un cónyuge y/o padre que provean por su subsistencia y presenta dos (2) declaraciones extraproceso en tal sentido. Estima como vulnerados, los derechos de su poderdante a la igualdad, al trabajo, a la protección como mujer cabeza de familia, al mínimo vital en conexidad con la vida, ya que se afectan los mínimos ingresos para solventar los requerimientos que la hija discapacitada precisa así como la alimentación, salud, educación, vivienda digna, seguridad social, recreación y vestuario.  

Las accionantes señalan como vulneradas sus garantías constitucionales a la igualdad, de petición, al trabajo, la protección de las mujeres cabeza de familia, de la seguridad social y de las personas de la tercera edad, para quienes manifiestan sostener a sus padres. Solicitan que se ordene a la E. S. E. Hospital Universitario San Jorge de Pereira el reintegro sin solución de continuidad, a un cargo igual o equivalente al que venían desempeñando y el reconocimiento de todos los salarios y prestaciones a las cuales tenían derecho desde la fecha en que fueron desvinculadas.

Con las respectivas demandas, se anexaron copias de los documentos que hacían alusión a lo manifestado en ellas y se aportó jurisprudencia de la Corte Constitucional atinente a los derechos considerados como vulnerados.

 2.- SENTENCIAS 

2.1. El señor Juez Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, en su proveído, tuvo en cuenta la jurisprudencia de la Corte Constitucional concerniente a los requisitos que debían ser acreditados para pregonar de una persona su calidad de madre cabeza de familia, dado que no toda mujer podía ser acreedora de tal condición. Con esa premisa en la mira, estimó que la señora GÓMEZ PEREA no tenía a su cargo hijos menores ni personas discapacitadas para trabajar; su sobrina no era menor como se decía en la demanda, ya que contaba con veinte (20) años de edad y de conformidad con las pruebas arrimadas, sólo fue vinculada como beneficiara en salud desde el año 2002, sin que se supiera qué había acontecido durante los otros diecisiete (17) años de su existencial, por lo cual no podía establecerse si la responsabilidad con esta pariente era permanente o meramente marginal o accidental.

Recordó que la protección especial otorgada a la madre cabeza de familia, por intermedio de la estabilidad laboral reforzada, buscaba ante todo proteger al grupo familiar que de ella depende, en especial los niños. En el evento bajo su estudio, la persona invocada para asegurar el amparo, no sólo era mayor de edad, sino que cursaba estudios secundarios en una época de la vida cuando por lo general las personas ya acceden a la educación superior o laboran.

Existía prueba de haber sido indemnizada la accionante por la pérdida del empleo, y al establecerse que no era madre cabeza de familia, la tutela resultaba improcedente y en consecuencia, fue negada.

2.2. El señor Juez Penal del Circuito Especializado de Pereira, estimó que la E. S. E. Hospital Universitario de Pereira había obrado conforme a derecho, dado que aparecía constancia de habérsele entregado una buena cantidad de dinero a la accionante por concepto de indemnización, liquidación de prestaciones sociales y deuda laboral, toda vez que el cargo que ocupaba era de carrera administrativa tal como lo refirió la entidad accionada.

En el aspecto de la condición de madre cabeza de familia, comparó lo dicho por la actora con los lineamientos jurisprudenciales existentes para acreditar tal condición y llegó a la conclusión de no ser posible pregonar de la señora ESNELYS IBARRA OCAMPO esa calidad, en vista que al recepcionársele a la actora en ese despacho declaración juramentada, quedó establecido que a pesar de ser madre soltera, recibía la ayuda del padre de su hijo menor quien le colaboraba para la manutención, gastos de salud y escolares del pequeño, lo que representaba en sus propias palabras, una gran ayuda.

Analizó también lo concerniente con el perjuicio irremediable y concluyó que al haberse pagado la indemnización, se excluía la acción de tutela como mecanismo de protección de los derechos vulnerados por la supresión de los cargos en las reestructuraciones de las entidades públicas. La accionante había sido indemnizada y por consiguiente tampoco podía hablarse de un tal perjuicio irremediable.

Con tales argumentos, llegó a la conclusión de no habérsele vulnerado derecho alguno a la señora IBARRA OCAMPO y por consiguiente, declaró improcedente la acción de tutela invocada.

2.3 Al analizar la situación descrita por la señora MARTA CECILIA GÓMEZ ALZATE, el señor Juez Segundo Penal del Circuito de Pereira, realizó un amplio análisis de la normatividad referida al retén social que cobijaba a las madres cabeza de familia en los procesos de reestructuración de las entidades del Estado. Concluyó que tales normas regían para los entes del orden nacional, aunque jurisprudencialmente se extendía su aplicación a entidades descentralizadas del orden regional y local como era el caso del Hospital Universitario San Jorge. Empero, la señora GÓMEZ ALZATE no había demostrado su calidad de madre cabeza de familia sin alternativa económica, a pesar de allegar declaración extraproceso en ese sentido: En su declaración (Fl. 75) afirmó haberse vinculado inicialmente al Hospital por intermedio de la Cooperativa, pero debido a que le pagaban poco,  prefirió incorporarse en la Clínica Los Rosales y con la remuneración que allí percibe cubre los gastos propios de su progenitora y de su hija, así como también, que el padre de la menor le colaboraba mensualmente con una cuota de $100.000 para la manutención de la menor. Sumado a lo anterior, tuvo en cuenta que a la actora se le pagó la suma de $6.139.923 por prestaciones sociales y deuda laboral, lo que le permitía solventar sus necesidades básicas y las de las personas que conformaban su grupo familiar.

En lo que hacía con el nombramiento en provisionalidad, estimó que a pesar de ser de carrera administrativa, había quedado demostrado que la actora no superó el concurso de méritos y no había participado en las pruebas convocadas por la entidad, tal como lo hacía constar la abogada de la entidad accionada. En cuanto al debido proceso, la gestión de supresión de cargos se realizó con los requisitos y garantías procesales, expidiendo los actos administrativos correspondientes, notificados en debida forma, sin que fueran atacados en su momento. Tampoco encontró vulneración de esa gracia constitucional.

En suma, concluyó que no era procedente conceder el amparo deprecado y lo declaró improcedente.

2.4. Por su parte, la señora Juez Primera de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad (e) de esta ciudad, partió del análisis del lapso transcurrido entre el momento en que se produjo la supresión del cargo hasta cuando se instauró la acción de tutela, durante el cual transcurrieron ocho (8) meses; además, que la señora CARMEN SORELIA CARDONA GIL ya había interpuesto una primera acción de tutela que fue decidida por el Juzgado Primero Civil del Circuito el veinticinco (25) de abril de dos mil cinco (2005) y fue confirmada el siguiente ocho (8) de junio, y coligió que también habían transcurrido más de tres (3) meses.

Se fundamentó en jurisprudencia de la Corte Constitucional relativa al principio de la inmediatez de la acción de tutela y concluyó que al haberse presentado la demanda el ocho (8) de septiembre de dos mil cinco (2005) se estaba en contravía del mismo, ya que al haberse producido el retiro del servicio el veintiuno (21) de enero de este año y generado el perjuicio alegado, aunado al resultado de la anterior tutela, ésta debió presentarse en un tiempo prudencial y no dejar transcurrir un período de tres (3) meses para accionar. Por tanto, no se estaba en presencia de un perjuicio irremediable y por ende negó la protección de los derechos invocados como vulnerados.

3.- IMPUGNACIÓN

Como era de esperarse, dados los resultados negativos para las accionantes, la impugnación proviene de ese extremo de la litis con los siguientes argumentos:

3.1  La señora ENSA ELIRIS GÓMEZ DE COPETE censura el fallo del Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, del cual dice fue vago y presentó ausencia de análisis frente al caso concreto. Sobre los planteamientos de la demandada respecto al silencio guardado cuando se le dio la oportunidad de optar por el trato preferente o la indemnización, dice que son situaciones donde no se sabe qué hacer, en especial porque sus obligaciones no le permitían esperar los seis (6) meses y se refiere a casos de sus compañeros que a pesar de haber optado por la reubicación, todavía seguían esperando por la misma tras más de diez (10) meses que llevaban cesantes.

En lo atinente con falta de prueba de su calidad de madre cabeza de familia, trae a colación la declaración extrajuicio rendida en notaría por dos testigos y si esa no era prueba suficiente, entonces que se le sugiriera qué documento debía anexar para comprobar que es la única que vela y ha velado por la manutención de su sobrina desde que su madre murió.

Critica el que se diga que tiene cincuenta y dos (52) años de edad y es Auxiliar de Enfermería con experiencia (17 años) y llama la atención sobre las pocas ofertas laborarles para quienes han superado los cuarenta (40) años, amén de las normas que protegen el trabajo de personas de menor edad, sin dejar de hacer referencia a que las cooperativas han sido utilizadas para explotar a quienes se ven forzados a acudir a estas modalidades de ocupación laboral.

En lo que toca con el aspecto económico, aclara que de los $15.279.474 que le correspondían, sólo le fueron entregados $2.691.105 al descontarle varias obligaciones que tenía y la indemnización no alcanzó a asumir el carácter de subsidio de desempleo por un término superior a un (1) año y seis (6) meses, debiendo gastar el dinero que le fue entregado, de manera inmediata, lo que agravó también la condición de su sobrina. 

Admite que lo de la edad de su sobrina fue un error de la persona que le transcribió la tutela. Dice que solicitó otro certificado donde demuestra que SARA LUZ ASPRILLA GÓMEZ fue beneficiaria suya en CAFESALUD desde el primero (1º) de junio de mil novecientos noventa y cinco (1995) hasta el dos (2) de enero de dos mil tres (2003) y con anterioridad la tuvo también como beneficiaria en Tadó (Chocó), lo cual no puede demostrar de momento, pero puede tramitar ese documento y hacerlo llegar.

Anexó apartes jurisprudenciales relacionados con los derechos de las madres cabeza de familia y los documentos a que hizo alusión en la impugnación, con la cual pretende se revoque el fallo de primera instancia y se conceda la protección.

3.2. De manera similar al evento anterior, la señora ESNELYS IBARRA OCAMPO, al impugnar el fallo proferido por el Juzgado Penal del Circuito Especializado, también hace referencia a vaguedad y ausencia de análisis frente al caso concreto. Pasa enseguida a referirse a la oportunidad que se le dio de acceder a la indemnización o ser reubicada, última opción que significaba un (1) año de espera. En cuanto a que estuvo conforme con la resolución que ordenó el pago de unos dineros, al no presentar recurso contra la misma, reitera el planteamiento plasmado en la impugnación antes anotada; además, que la indemnización no alcanza a asumir el carácter de subsidio de desempleo por un término superior a un (1) año y seis (6) meses, sin tener en cuenta el pago de deudas diferidas a largo plazo y que por efecto de la pérdida del empleo, se vio obligada a asumir de forma inmediata.

En el centro del asunto, es decir, lo concerniente con la calidad de madre cabeza de familia aclara que el dinero de deuda laboral y prestaciones sociales es simplemente lo que se le adeudaba por servicios prestados, por tanto, era un derecho adquirido. Aduce haber presentado la prueba de su condición de sujeto de la protección estatal, al adjuntar la correspondiente declaración extrajuicio y sostiene que anualmente los servidores públicos deben actualizar su hoja de vida, lo que permite el conocimiento permanente de la situación del empleado por parte de la entidad nominadora, por ello, la accionada no puede argumentar ignorar la condición de mujer cabeza de familia.

Censura la posición del Juez, al considerar que no se dio perjuicio irremediable al haberse cancelado una indemnización con posterioridad a la desvinculación y sigue sosteniendo que es madre cabeza de familia y que no cuenta con apoyo de ninguna índole, continúa sin trabajo y sus gastos siguen. Hace cita jurisprudencial sobre la protección a la madre cabeza de familia y la ausencia de reparación del perjuicio causado por el pago de las prestaciones sociales y una indemnización, para finalizar solicitando la revocatoria del fallo impugnado y la concesión del reintegro al puesto de trabajo del cual dependían sus ingresos para la manutención de su grupo familiar.

3.3  Mediante la utilización de un formato casi idéntico al mencionado en los eventos precedentes, la impugnación del fallo proferido por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de esta ciudad, dentro de la acción de tutela impetrada por la señora MARTA CECILIA GÓMEZ ALZATE, también hace referencia a su vaguedad y ausencia de análisis frente al caso concreto y dice que se presentaron algunas inconsistencias, como por ejemplo, echar de menos la sentencia de divorcio en caso de haber sido casada. De ello, dice que contraría la jurisprudencia y la doctrina, ya que la condición de madre cabeza de familia se adquiere cuando se presentan las circunstancias contempladas en el artículo 2 de la Ley 82 de 1993 y para demostrar tal condición se presentó la correspondiente declaración extrajuicio. Así mismo, hace referencia a la obligación de mantener actualizada la hoja de vida, en cabeza de los servidores públicos, con lo cual pretende demostrar que la entidad accionada si conocía su situación y por tanto, no podía argumentar desconocer la condición de mujer cabeza de familia, para salvarse del amparo.

Critica que el Juez considere que el Hospital Universitario San Jorge actuó conforme a unos postulados generales previo un estudio técnico y el pago la liquidación por prestaciones sociales y la deuda laboral correspondiente. Previa cita de jurisprudencia de la Corte Constitucional, finaliza solicitando la revocatoria del fallo impugnado y la concesión del reintegro al puesto de trabajo del cual dependían sus ingresos para la manutención de su grupo familiar.

3.4.  El apoderado de la señora CARMEN SORELIA CARDONA GIL, al impugnar la decisión del Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta capital, señala que la única consideración fundante de la decisión es el hecho de haberse vulnerado el principio de la inmediatez. Si se analiza el itinerario de los acontecimientos, se puede observar que desde el mismo momento en que la actora fue separada del cargo que venía desempeñando, inició la gestión de la defensa de sus intereses; inicialmente –como se había manifestado en la presente acción- mediante una demanda que salió contraria a sus intereses y la cual culminó el ocho (8) de junio de dos mil cinco (2005). En ese entonces, solamente se había amparado por parte de la Corte el derecho a la igualdad, tal como se consignó en la sentencia T-1161 de 2004 y al hacerse una nueva petición de reintegro que fue despachada desfavorablemente, se hacía necesario consolidar un nuevo acervo probatorio, dados los elementos que se requerían probar de conformidad con la decisión SU-388 de 2005.

Entre el mes de junio de 2005 y la fecha de presentación de esta tutela, se buscó la mayor prueba posible sobre la situación de paraplejia de la niña Juliana, lo cual requirió allegar copia de toda la historia clínica que diera fe de la evolución, por no decir retroceso de la referida enfermedad, que como ya se había dicho consistía en secuelas neurológicas severas definitivas dadas por paresia 3/5 secundarias a radionecrosis de tallo cerebral. Al presentarse la tutela, solamente se pudo anexar la constancia que desde el mes de junio había expedido el neurocirujano y neuro oncólogo Dr. JULIÁN LÓPEZ CARDONA, quien labora en la Clínica Los Rosales. Refiera que la entidad accionada tenía suficientes contactos  y vínculos con personal médico, y conocía la situación de su empleada –laboró por más de 26 años- y de su hija, por tanto, podía haberse pronunciado sobre la verdadera y real situación planteada, aunque no fue posible en ese interregno (junio a septiembre) conseguir la documentación que diera fe de la enfermedad irreversible que presentaba la joven.

Destaca que se justifica la supuesta tardanza violatoria del principio de inmediatez, dado que el criterio de la Corte Constitucional ha sido de aplicarlo única y exclusivamente cuando no existe ninguna justificación por parte del actor sobre la tardanza para impetrar la acción.

Con esos planteamientos, solicita la reconsideración de la decisión de primera instancia en aras de brindar la protección especial de la hija de la accionante, frente a una irreversible enfermedad neurológica que reclama una protección en seguridad social, a la cual sólo puede acceder por intermedio de la afiliación de su señora madre como cotizante activa, además de los demás cuidados que reclaman un sustento económico.

4.- SE CONSIDERA
4.1.-  Problema Jurídico 

Debe la Sala dilucidar en primer lugar, si las accionantes presentan la calidad de madres o mujeres cabeza de familia y, en segundo término, si era procedente su desvinculación como consecuencia de la reestructuración que se implementó en la E. S. E Hospital Universitario de Pereira. 

4.2.-  Solución al Debate Planteado

De conformidad con la reglamentación pertinente, artículos 86 y 115 constitucionales y decretos 2591 de 1991 y 1392 de 2000, la Sala es competente para desatar la impugnación hecha respecto de los fallos de tutela proferidos por los Juzgados Primero y Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, Segundo Penal del Circuito y Único Penal del Circuito de Pereira,  en sus roles de jueces constitucionales.
Valga la pena recordar que en anteriores ocasiones esta corporación ha tenido oportunidad de pronunciarse sobre asuntos de connotaciones similares al que ahora concita la atención de la Sala y ha considerado que en efecto las normas del retén social establecen una protección general para todas las madres cabeza de familia que laboran en las entidades al servicio del Estado. Lo anterior, bajo el entendido que de no obrarse así, se estaría permitiendo una odiosa discriminación que resulta contraria a los postulados de la Constitución y al pensamiento del legislador, porque lo que se pretende es reforzar la estabilidad laboral de las personas que tienen a su cargo la manutención del hogar y de su grupo familiar en busca de la protección de los colectivos más desvalidos de la sociedad como son las mujeres, los discapacitados, los ancianos y los niños. En esas condiciones, tanto necesita la protección establecida la madre cabeza de familia que labora en una entidad del orden nacional, como quien presta sus servicios a los entes territoriales.

Dado que las acciones de tutela giran en torno a las madres cabeza de familia, y es además, el punto central de las impugnaciones, será necesario retomar las exigencias legales y jurisprudenciales existentes en nuestro medio para determinar cuando una persona puede ser catalogada como tal, que debe decirse de una vez, es base para otorgar la protección del grupo familiar dependiente de un solo individuo (hombre o mujer), que ejerce al mismo tiempo las funciones de padre y madre de familia. 

Como se ha dicho en otros momentos al analizar casos análogos, es oportuno resaltar que no solamente por depender económicamente del trabajador hijos menores, personas de la tercera edad, o incluso personas discapacitadas -como aquí acontece-, se puede concluir que se está ante una madre o mujer cabeza de familia, respectivamente, y por tanto,  se puede hablar válidamente de estarse frente a sujetos que gozan de la especial protección constitucional y legal del Estado. Es necesario verificar el cumplimiento de unos requisitos señalados por la jurisprudencia cuyos apartes se transcriben, no sin antes advertir que por tratarse de fallo de unificación tiene especial preponderancia y señala de manera clara y obligatoria el derrotero a seguir en estos eventos.

“Pues bien, atendiendo la exigencia constitucional prevista en el artículo 43 Superior, el Legislador aprobó la Ley 82 de 1993, relativa a la protección de la mujer cabeza de familia. La norma, al igual que otras sobre las que luego la Corte hará especial referencia, busca propiciar condiciones favorables en diversos escenarios como el acceso al sistema de seguridad social en salud, a programas educativos o al fomento de la actividad económica. Su artículo 2 señala las características estructurales de la condición de madre cabeza de familia en los siguientes términos: “quien siendo soltera o casada, tenga bajo su cargo, económica o socialmente, en forma permanente, hijos menores propios u otras personas incapaces o incapacitadas para trabajar, ya sea por ausencia permanente o incapacidad física, sensorial, síquica o moral del cónyuge o compañero permanente o deficiencia sustancial de ayuda de los demás miembros del núcleo familiar.”

Al respecto la Corte advierte que no toda mujer puede ser considerada como madre cabeza de familia por el sólo hecho de que esté a su cargo la dirección del hogar. En efecto, para tener dicha condición es presupuesto indispensable (i) que se tenga a cargo la responsabilidad de hijos menores o de otras personas incapacitadas para trabajar; (ii) que esa responsabilidad sea de carácter permanente; (iii) no sólo la ausencia permanente o abandono del hogar por parte de la pareja, sino que aquélla se sustraiga del cumplimiento de sus obligaciones como padre; (iv) o bien que la pareja no asuma la responsabilidad que le corresponde y ello obedezca a un motivo verdaderamente poderoso como la incapacidad física, sensorial, síquica o mental ó, como es obvio, la muerte; (v) por último, que haya una deficiencia sustancial de ayuda de los demás miembros de la familia, lo cual significa la responsabilidad solitaria de la madre para sostener el hogar.

Por tanto, el paso imperioso a seguir, será verificar si la situación personal planteada por las accionantes, corresponde con las premisas anteriormente anotadas con miras a determinar si en verdad, se reúnen las exigencias para ser catalogadas como madres cabeza de familia. Veamos:

4.2.1. La señora ENSA ELIRIS GÓMEZ PEREA, en su impugnación presentó certificado donde constaba que su sobrina SARA LUZ ASPRILLA GÓMEZ había sido su beneficiaria en la empresa CAFESALUD desde 1995 hasta el año 2003, en adición al documento presentado al interponer la acción, en el que aparece afiliada al Servicio Occidental de Salud desde el primero (1º) de junio de dos mil dos (2002); además, acreditó que es la persona que sostiene económicamente a su pariente y vela por ella. Sin embargo, tal como lo acotó en su momento el señor Juez de primer nivel, no puede desconocerse que la sobrina, es decir, la señorita ASPRILLA GÓMEZ ya es mayor de edad y cumplió los veinte (20) años. En esas condiciones y aún admitiendo que la protección constitucional y legal, podría cobijar a quien responde por personas diferentes a sus propios hijos, es evidente que la señora GÓMEZ PEREA no puede valerse de la colaboración que le brinda a su sobrina para acceder a que se le reconozca la calidad de madre cabeza de familia, dado que uno de sus requisitos esenciales es que se trate de beneficiar a los hijos menores, lo cual en este caso no acontece. 

4.2.2. Respecto de la señora ESNELYS IBARRA OCAMPO, se tiene que en efecto, su hijo menor accede a la colaboración que le brinda su padre, quien –según se desprende del testimonio vertido por la accionante obrante a folio 44- colabora en lo concerniente a la salud, todo lo que necesita para el estudio y las loncheras, además que su abuela paterna lo cuida mientras ella sale a buscar trabajo. Como se ve, la señora IBARRA OCAMPO no está sola en el cuidado de su hijo menor, porque cuenta con la colaboración de su padre y la familia de él. Por tanto, al confrontar su situación con las exigencias antes plasmadas, surge de bulto que tampoco en su caso, puede decirse que posea la condición de madre cabeza de familia, dado que el progenitor del menor no se ha sustraído del cumplimiento de sus obligaciones para con su hijo y por el contrario, ha brindado su colaboración y ayuda en la dura situación que atraviesan por la pérdida del empleo que ambos tenían en el Hospital Universitario San Jorge. Empero, no se puede desconocer que acreditó que es la única persona que vela por su anciano señor padre, sin que tal afirmación hubiera sido desvirtuada en el trámite y en esas condiciones, es innegable que de ella se puede pregonar que cumple los requisitos para ser considerada como mujer cabeza de familia y por tanto, no podía ser desvinculada en la forma en que se hizo, porque como se recordará, las personas de la tercera edad, también disfrutan de la especial protección constitucional y legal, dado que son grupos poblacionales que al igual que los niños, están en desigualdad de condiciones frente a los otros miembros de la sociedad.

Se procederá entonces a revocar la sentencia proferida y en su lugar, tutelar los derechos invocados, para ordenar que la señora IBARRA OCAMPO sea reincorporada a un cargo igual o similar al que venía desempeñando, sin solución de continuidad, así como a disponer que se informe el contenido de esta decisión a la Comisión Nacional del Servicio Civil.

4.2.3. Respecto de la señora MARTA CECILIA GÓMEZ ALZATE, dado que el padre de su hija le ayuda con los gastos de manutención de la menor, tal como fuera manifestado en la declaración rendida ante el señor Juez de primer nivel por parte de la actora. Se desprende entonces, que no está sola en el sostenimiento de su descendiente y cuenta con el progenitor que de alguna manera colabora con las necesidades que presenta. En lo que concierne con su madre y de conformidad con la respuesta suministrada por el apoderado de la Gobernación, al serle corrido traslado de la demanda a la Junta Directiva del Hospital Universitario San Jorge, tampoco puede acceder a la calidad de mujer cabeza de familia, dado que una persona de cincuenta (50) años, no puede ser considerada como anciana y por el contrario, en vista de no haberse acreditado incapacidad alguna, se considera que es persona que puede ayudar en las tareas domésticas, de cuidado y supervisión de su nieta, mientras la señora GÓMEZ ALZATE, se desempeña laboralmente. No obstante lo anterior, con posterioridad se retomará el presente caso, debido a otra situación que se presenta respecto de esta actora y que es conveniente y necesario analizar dentro de la presente decisión.

Valga la pena decir que la Sala ha encontrado en los fallos impugnados, decisiones debida y adecuadamente fundamentadas, donde se hizo un juicioso análisis de la situación puesta a consideración de los correspondientes juzgados. Por ello, no ve atinada la afirmación genérica contenida en los recursos interpuestos, referida a la vaguedad de las sentencias y a la ausencia de análisis de los casos concretos, cuando precisamente cada evento estudiado fue debidamente confrontado con la preceptiva legal y jurisprudencial aplicable en la materia de las madres cabeza de familia, produciéndose los resultados que ahora esta colegiatura en mayor o menor grado avala. El no fallarse de conformidad con las pretensiones de las acciones, no es argumento que pueda descalificar la labor realizada por los señores Jueces de primer nivel, quienes de manera acertada solucionaron las situaciones puestas a su consideración. 

4.2.4. Un razonamiento diferente se requiere en lo que hace con la acción impetrada por la señora CARMEN SORELIA CARDONA GIL, habida cuenta de las razón esgrimida por la señora Juez de conocimiento para negar el amparo deprecado, no otra que la violación del principio de inmediatez relacionado con el perjuicio irremediable ocasionado por los hechos originantes de la interposición de la acción constitucional, en especial por haberse acudido a la tutela en ocasión anterior. En verdad que el caso puesto a su consideración revestía de unas características especiales que ameritaban un análisis más a fondo, habida cuenta de las anomalías que en materia de salud presenta la señorita JULIANA LÓPEZ CARDONA, de quien se dice es persona incapaz de valerse por sí misma.

Acontece que si bien es cierto ya se había interpuesto otra acción de tutela, con un propósito diferente –se pedía la indemnización- , tal situación fue debidamente informada al interponerse esta nueva demanda y se explicaron las razones por las cuales se acudía de nuevo ante el Juez Constitucional, este vez en procura del reintegro de quien se consideraba madre cabeza de familia.

De contera, las explicaciones vertidas por el profesional que representa los intereses de la accionante, al sustentar la impugnación, son de recibo para esta Sala, como quiera que justifican el tiempo transcurrido entre la pérdida del empleo y la interposición de esta segunda acción de tutela, por la consecución del acervo probatorio necesario para acreditar la condición especial de la hija de la actora.

En ese orden de ideas, resulta claro para esta colegiatura que la condición de salud de JULIANA LÓPEZ CARDONA está deteriorada a raíz de las secuelas neurológicas severas definitivas ocasionadas por cuadriparesia
 3/5 secundarias a radionecrosis del tallo cerebral secundarias
, a consecuencia de las dolencias que desde era niña presentó en su cráneo, que incluso, ameritaron serias y complicadas intervenciones quirúrgicas. Además, permaneció inmutable en la actuación, la afirmación según la cual la afectada no podía valerse por sí misma, por razón de la condición clínica que presentaba. 

De otro lado, en el trámite quedó establecido que la señora CARDONA GIL es madre soltera y la persona que de manera única y exclusiva provee el sustento para su hija incapaz;  y, que para tal propósito sólo contaban con los recursos que obtenían por la vinculación laboral. En otras palabras, reúne las calidades para ser considerada como madre cabeza de familia, para la cual la Constitución y la Ley han previsto una especial protección y por tanto, la providencia impugnada debe ser revocada para proceder a conceder el amparo deprecado, por cuanto la actora no debió ser desvinculada del cargo que desempeñaba en el Hospital Universitario San Jorge.

Se ordenará el reintegro sin solución de continuidad de la señora CARMEN SORELIA CARDONA GIL en el mismo cargo que venía desempeñando u otro similar, deberá ser reincorporada dentro de un término que no podrá exceder el término de diez (10) días siguientes a la notificación de la presente providencia y la E. S. E. Hospital Universitario San Jorge le reconocerá los salarios y prestaciones que hubiere dejado de percibir durante el tiempo que estuvo por fuera de su empleo.

En otras ocasiones, se ha dispuesto el cruce de cuentas entre lo adeudado y la indemnización, sin embargo, en el presente evento no se requiere tal determinación, en vista que a la señora CARDONA GIL no se le reconoció indemnización alguna y los dineros que recibió fue por concepto de la deuda laboral (Fl. 237).

4.3. Asunto final  
Como se dijera en acápite precedente, la situación de la señora MARTA CECILIA GÓMEZ ALZATE amerita un análisis adicional, porque dentro de la acción de tutela fue argumento central el perjuicio irremediable ocasionado por la pérdida del empleo. Si bien es cierto, no se podía acceder a su petición para ser reincorporada por cuanto no reunía los requisitos para ser considerada madre cabeza de familia, no lo es menos, que se adujo en la demanda que solamente se le reconoció lo atinente a las prestaciones sociales y la deuda laboral.

Al respecto, la representante de la entidad accionada, manifestó que el tratamiento de los empleados inscritos en carrera es diferente al de quienes están en provisionalidad, porque la ley se ocupa de reglar lo atinente a la supresión de cargos de los primeros, sin que otorgue de manera expresa el derecho a ser indemnizados para los segundos. Al no existir norma aplicable al caso concreto, no era dable reconocer una indemnización por parte de ninguna autoridad administrativa. Además, aduce que la empleada por razones que desconocía no participó en los concursos que se realizaron en la entidad.

Para lo que nos interesa, es evidente que la señora MARTA CECILIA GÓMEZ ALZATE desempeñaba un cargo que por su naturaleza era de carrera, pero su nombramiento se prolongó en calidad de provisional, lo que de ninguna manera significaba que se convertía en un empleo de libre nombramiento y remoción como al parecer lo entiende la entidad accionada.

No se pueden desconocer los argumentos jurídicos presentados por la accionada en el trámite de la acción, que refieren la obligación de atenerse al texto legal que regula lo concerniente a la supresión de cargos de personas que no están en carrera administrativa. Empero, por parte del máximo Tribunal Constitucional se ha determinado que la aplicación de tal normatividad en eventos como el que ahora nos ocupa, es violatoria de derechos, entre ellos el de la igualdad
 y es el origen de la decisión que se tomará de conceder el amparo de ese derecho, para lo cual será necesaria la adición del fallo impugnado, para disponer que se le dé a la actora el mismo tratamiento que se le dio a quienes estaban inscritos en carrera administrativa, al ser suprimidos sus cargos.

Esta Sala ha sido del criterio que en aras de garantizar el efectivo ejercicio de ese derecho a la igualdad material y no meramente formal, dado que a los funcionarios inscritos en carrera se les permitió escoger entre la reubicación en otra entidad del Estado o el pago de la indemnización, resulta apenas lógico que la misma oportunidad sea reconocida para el caso de la señora GÓMEZ ALZATE.

Por tanto, se tutelará el derecho y se dispondrá que la E.S.E. Hospital Universitario San Jorge dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de esta providencia, dé comienzo a los trámites tendientes a ofrecer a la actora la posibilidad de optar por ser incorporada a un empleo equivalente o a recibir la indemnización pertinente, en los términos del artículo 39 de la Ley 443 de 1998, en concordancia con lo dispuesto en la Ley 909 de 2004, caso último en el cual el pago de la indemnización deberá realizarse dentro de los quince (15) días siguientes a la manifestación en ese sentido hecho por la accionante.

En vista que la accionante puede perfectamente optar por esperar su incorporación a otra entidad pública del orden departamental, tal reubicación deberá hacerse de conformidad con las reglas para el efecto establecidas en las disposiciones antes nombradas. Asimismo, en aras de salvaguardar tal posibilidad frente a otras entidades de la administración, se dispondrá comunicar la decisión que aquí se toma a la dependencia con injerencia directa en el asunto, esto es, la Comisión Nacional del Servicio Civil.

Es necesario aclarar que a pesar de no haberse hecho petición expresa para el otorgamiento de la opción de escoger entre la reubicación en otra entidad o el pago de la indemnización, es ostensible la vulneración del derecho fundamental constitucional a la igualdad y además, la parte accionada se refirió expresamente a las razones por las cuales no se le concedió suma alguna por tal concepto, lo cual permite colegir que no se está sorprendiendo de ninguna manera a la E. S. E Hospital Universitario San Jorge con la determinación así tomada, dado que se ejercitó en debida forma el derecho de defensa y contradicción y porque es necesario hacer que prime el derecho sustancial sobre el material en el presente evento.

4.4. Conclusiones 

4.4.1. El fallo emitido por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad será confirmado integralmente.

4.4.2.  Se revoca la sentencia de tutela rubricada por el señor Juez Penal del Circuito Especializado de Pereira, en su lugar, se hace necesario tutelar el derecho que como mujer cabeza de familia tenía la señora ESNELYS IBARRA OCAMPO a no ser desvinculada del Hospital Universitario San Jorge y por ende, se ordenará su reintegro.

4.4.3  Se confirma el fallo proferido por el señor Juez Segundo Penal del Circuito, en lo que hace con la negación del reintegro pedido con fundamento en el no cumplimiento de los requisitos para ser considerada madre cabeza de familia. No obstante lo anterior, se adiciona en cuanto se tutela el derecho a la igualdad, de conformidad con lo expuesto en el apartado pertinente.

4.4.4  Se revoca la sentencia de tutela proferida por la señora Juez Primera de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad (e) de Pereira y en su defecto, se procede a otorgar la protección constitucional como madre cabeza de familia que es, a la señora CARMEN SORELIA CARDONA GIL, para lo cual se ordenará el reintegro al cargo que venía desempeñando, en los términos contemplados en el acápite respectivo.

5.- DECISIÓN FINAL 

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA  la sentencia de tutela proferida por el señor Juez Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, que negó el amparo deprecado por la ciudadana ENSA ELIRIS GÓMEZ PEREA.

SEGUNDO: SE CONFIRMA PARCIALMENTE el fallo de tutela emitido por el señor Juez Segundo Penal del Circuito de esta ciudad, en cuanto negó el reintegro al no satisfacerse los requisitos que acreditaran en la actora, la condición de madre cabeza de familia. Se ADICIONA al otorgar la protección constitucional del derecho a la igualdad, en cabeza de la señora MARTA CECILIA GÓMEZ ALZATE; en consecuencia se ordena a la E. S. E. Hospital Universitario San Jorge de Pereira, que dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de este fallo, ofrezca a la actora, las opciones contenidas en el artículo 39 de la Ley 443 de 1998 en concordancia con lo dispuesto en la Ley 909 de 2004, por ser suprimido su cargo, en los mismos términos en que se concediera a los trabajadores desvinculados de ese centro asistencial que estaban inscritos en carrera administrativa. En el evento de ser escogida la indemnización, su pago deberá hacerse dentro de los quince (15) días hábiles siguientes a la manifestación en ese sentido hecha por la actora.

TERCERO:  SE REVOCA el fallo de tutela que profirió la señora Juez Primera de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad (e) de Pereira; en su defecto, se procede a tutelar los derechos a la igualdad, a la protección como madre cabeza de familia, al mínimo vital en conexidad con la vida, en cabeza de la señora CARMEN SORELIA CARDONA GIL. Se ordena en consecuencia a la E. S. E. Hospital Universitario San Jorge de Pereira, que dentro de un término de diez (10) días siguientes a la notificación de este fallo, reincorpore a la actora a un cargo igual o similar al que venía desempeñando, y reconozca a favor de la accionante los salarios y prestaciones dejados de pagar, dado que el reintegro será sin solución de continuidad. 

CUARTO: SE REVOCA la decisión tomada por el señor Juez Penal del Circuito Especializado; en su defecto, se procede a tutelar los derechos a la igualdad, a la protección como mujer cabeza de familia, al mínimo vital en conexidad con la vida, en cabeza de la señora ESNELYS IBARRA OCAMPO. Se ordena en consecuencia a la E. S. E. Hospital Universitario San Jorge de Pereira, que dentro de un término de diez (10) días siguientes a la notificación de este fallo, reincorpore a la actora a un cargo igual o similar al que venía desempeñando, y reconozca a favor de la accionante los salarios y prestaciones dejados de pagar, dado que el reintegro será sin solución de continuidad.
QUINTO: Envíese copia de la presente decisión a la Comisión Nacional del Servicio Civil, de conformidad con lo expuesto en la parte motiva, para que surta efectos en lo que hace con las señoras GÓMEZ ALZATE, CARDONA GIL e IBARRA OCAMPO.

SEXTO: Se REMITIRÁ el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión. 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE                                      VICENTE RODRÍGUEZ FEO

JOHEL DARÍO TREJOS LONDOÑO

WILSON FREDY LÓPEZ 

Secretario de la Sala
� Sentencia SU-388 del 13-04-2005, M. P. Dra. CLARA INÉS VARGAS HERNÁNDEZ





� Debilidad por parálisis incompleta de los cuatro miembros (http://www.med.univ-rennes1.fr/iidris/cache/es/43/4396).


� Folios 18, 282
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